PROYECTO DE DECLARACION
La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe

DECLARA:

1- Su  más profunda preocupación por la creciente población carcelaria y estado de situación de la Provincia de Santa Fe, atento al reciente motín acaecido en la Unidad Penitenciaria Nº1 de la ciudad de Coronda que derivó en la muerte de 13 internos.

2- En tal sentido  se convoca a  la realización de reuniones conjuntas con la Comisión de Derechos y Garantías, las de Asuntos Constitucionales, Laborales, Cultura y Comunicación, Defensoría del Pueblo Educación y Promoción comunitaria, para abordar la problemática  sobre la situación de marginalidad que padece una gran franja en condición de pobreza conformada por jóvenes de nuestra provincia.
3- Asimismo se requiere sean citados los funcionarios responsables de cada una de las áreas a efectos de obtener potenciales soluciones con respecto a dicho conflicto.
Señor Presidente:

                            Las herramientas y programas que hasta ahora puso en marcha la provincia no alcanzan, ni tampoco dieron soluciones concretas.                           

                            Durante gran parte del 2004 la Comisión de Derechos y Garantías recorrió las Unidades Penitenciarias de la Provincia -la Unidad Penitenciaria Nº1 de la ciudad de Coronda alberga a más de 1.450 internos-., Comisarías y como así también los institutos donde son alojados los menores y pudimos ver de cerca las condiciones inhumanas en las que están recluidos.. 

                              En ese momento, y teniendo en cuenta que la población carcelaria está conformada en su mayoría por una franja etaria que oscila entre los 18 a 30 años, siendo ese sector de la población el más castigado no sólo dentro de la cárcel, sino también fuera de ella. Las últimas estadísticas del Ipec –que se conocieron ayer– son más que esclarecedoras: el 44 por ciento de los desempleados que vive en Rosario tienen entre 14 y 25 años. 

                              La realidad social de la provincia es un espiral de potencial violencia y marginalidad, que primero segrega a los niños –actualmente en un número elevado bajo la línea de pobreza–, consiguientemente excluye a los jóvenes del mercado laboral y les cierra las pocas oportunidades que tienen en una provincia que recauda 102,25 millones de pesos mensualmente. Ante este crudo panorama que enfrentan los menores de 30 años, los que cometen un delito son excluidos de un sistema que desde hace décadas no apuesta a la reinserción social, sino que lo único que propone es el hacinamiento en un penal como el de Coronda, cuya población carcelaria se duplicó durante los últimos 15 años.  

                     Propusimos al gobierno provincial que los jóvenes que se hallan alojados en comisarías e institutos puedan cursar sus estudios y también puedan realizar talleres de oficio y prácticas de deportes; en octubre de 2004  presenté un proyecto de ley para que se cree en la provincia el Programa de Tratamiento Integral de Menores que por primera vez se encuentren sometidos a un proceso jurisdiccional. Este programa abarca no solo a los jóvenes que se encuentren judicializados sino también a aquellos por quienes sus familiares soliciten apoyo ante conductas anómicas. El tratamiento en el marco del programa tiene previsto comprender el seguimiento del menor, junto con su familia de ser posible

                          Una de las ideas base de este programa es crear una herramienta real (no utópica) para hallar una salida a esta problemática. Es decir, que lo que se propone es que el menor salga del círculo vicioso de la judicialización. 




El objetivo es lograr políticas públicas que funcionen  a modo preventivo del delito,  no marginando a los niños, niñas y adolescentes que por cierto conforman un grupo particularmente frágil, puesto que generalmente en esta etapa la sensación de omnipotencia es destacable y la tendencia a romper con los límites de lo establecido juega un papel de influencia abrumadora, por tanto la educación funciona como internalizadora de límites y toma de conciencia de  responsabilidades.



Destaquemos que estos grupos de adolescentes que se encuentran en situación de vulnerabilidad o en conflicto con la Ley penal son jóvenes que de manera frecuente encuentran toda funcionalidad educativa como imposición y carga de la sociedad, pero solo a partir de la educación se le proporciona la posibilidad de ingresar en una órbita de contención, que no ha podido brindarle ni la familia ni la sociedad en su conjunto.

                   El aprendizaje de un oficio, el conocimiento debe operar como instrumento  superador de estos jóvenes que traen consigo carencias no solo de tipo económico sino emocionales, traen adheridas la vivencia de vacío cotidiano, sin horizontes.-
                  Debemos bregar entonces para crear todo lo que eficazmente constituya una herramienta que permita restituir a la sociedad a un ser humano capaz desde la perspectiva de lograr una oportunidad para aquellos menores que han sido institucionalizados o potencialmente puedan llegar a serlo con miras a contrarrestar los efectos perjudiciales de todo tipo de detención y fomentar la integración en la sociedad.

                   Por todo lo expuesto solicito a mis pares acompañen el presente proyecto de ley.-.

